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I.
RESUMEN

1. El 30 de noviembre de 2004 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en lo sucesivo “la CIDH” o “la Comisión Interamericana”, en el presente documento) recibió una petición contra la República Federativa del Brasil (“el Estado” o “Brasil”), presentada por THEMIS – Assesoria Jurídica e Estudos de Gênero, Católicas pelo Direito de Decidir, Comitê Latino Americano de Defesa dos Direitos da Mulher – CLADEM/SP, y por Justiça Global/RJ (“los peticionarios”).  En ella se alega que el Estado es responsable de violaciones de los Artículos 1.1, 5, 7, 11, 24 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (“la Convención Americana”), así como de violaciones de los Artículos 1, 2, 3, 4 y 7 de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (“la Convención de Belém do Pará”).  Según los peticionarios, las violaciones antes mencionadas surgen de la omisión del Poder Judicial brasileño de actuar con diligencia debida para sancionar los repetidos actos de violación perpetrados por un sacerdote católico en 1996 y 1997 en Porto Alegre, Estado de Rio Grande del Sur, contra M.V.M. y P.S.R., esta última de 16 años de edad (“las supuestas víctimas”).

2. El Estado sostiene que la  petición es inadmisible porque no enuncia hechos que tiendan a probar violación alguna de los derechos garantizados por la Convención Americana y por la Convención de Belém do Pará.   A ese respecto, el Estado alega que el hecho de que una sentencia judicial no haga lugar a las aspiraciones de la demandantes no supone ninguna violación del derecho a la protección judicial, y, por lo tanto, que los peticionarios no están haciendo otra cosa que usar a la CIDH como tribunal de cuarta instancia con el propósito de lograr una revisión adicional de la sentencia dictada en la esfera interna.  Brasil alega, además, que no se agotaron previamente los recursos internos nacionales, ya que las supuestas víctimas no denunciaron los hechos que alegan ante la Secretaría Especial sobre Políticas para las Mujeres (Ouvidoria da Secretaria Especial de Políticas para as Mulheres). En virtud de lo que antecede, el Estado considera que la petición es inadmisible, conforme a los  Artículos 47.b y 46.1 de la Convención Americana.  
3. Sin prejuzgar sobre el fondo de la denuncia, tras analizar las posiciones de las partes y en cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decide declarar el caso admisible a efectos del examen sobre la presunta violación los derechos consagrados en los artículos 5, 8.1, 11, 19, 24 y 25 de la Convención Americana (en adelante, “Convención Americana” o “Convención”), en concordancia con los artículos 1.1 del mismo instrumento, y en el artículo 7 de la Convención de Belém do Pará.  En cuanto a la supuesta violación del Artículo 7 de la Convención Americana, la CIDH concluye que la petición es inadmisible. Además, con respecto a los Artículos 1, 2, 3 y 4  de la Convención de Belém do Pará, la CIDH tendrá en cuenta esa pretensión, en la medida en que sea pertinente, en su interpretación del Artículo 7 de ese tratado durante la etapa de consideración del fondo del asunto.  La Comisión decide además notificar esta decisión a las partes, publicarla e incluirla en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA.
II.
PROCEDIMIENTO  ANTE LA CIDH

4. La petición fue recibida por la CIDH por correo ordinario el 30 de noviembre de 2004.  El 8 de enero de 2010 la CIDH transmitió a Brasil una copia de las partes pertinentes de la petición.  El Estado presentó su respuesta el 12 de marzo de 2010 y la CIDH en debida forma remitió esa comunicación a los peticionarios para darles oportunidad de formular sus comentarios.  Los peticionarios presentaron información adicional en las fechas siguientes: 27 de abril de 2010, 22 de julio de 2010 y 21 de febrero de 2011.  Esas comunicaciones fueron transmitidas en debida forma al Estado, que por su parte presentó información adicional en las siguientes fechas: 8 de junio de 2010 y 16 de octubre de 2010.  Esas comunicaciones fueron transmitidas en debida forma a los peticionarios.


III.
POSICIONES DE LAS PARTES

A.
Posición de los peticionarios

5. Con respecto a la primera supuesta víctima, los peticionarios alegan que entre julio de 1996 y diciembre de 1997 M.V.M. trabajaba en la rectoría como limpiadora, para un sacerdote católico, en la ciudad de Porto Alegre, Estado de Rio Grande del Sur. Según los peticionarios, en 1997 ese eclesiástico se valió de su posición de autoridad para violar a dicha persona, que entonces tenía 24 años de edad.
  Los peticionarios alegan que utilizó su posición de autoridad como empleador de M.V.M., y que inclusive amenazó con no pagarle su salario, para obligarla a mantener relaciones sexuales con él.  Los peticionarios alegan que el eclesiástico también la extorsionó con la información que ella proporcionó en confesión de que había ejercido la prostitución, para someterla a su voluntad. Indican que la primera violación tuvo lugar una noche, en 1997, cuando el eclesiástico la tomó por el cabello, la abofeteó repetidamente en el rostro, le dio puntapiés y la violó sin usar un condón. Los peticionarios alegan que además la amenazó diciéndole que si denunciaba las violaciones nadie le creería, pues él era un eclesiástico y ella una limpiadora y ex prostituta.  Según la petición, el último acto de violación tuvo lugar en diciembre de 1997, en que M.V.M. dejó el empleo y se fue a vivir con una tía.

6. Con respecto a la segunda de las supuestas víctimas, P.S.R., que tenía 16 años a la fecha de los hechos denunciados,
 los peticionarios aseveran que ella se ofreció como catequista voluntaria en la parroquia porque quería ser monja. Los peticionarios alegan que fue violada dos veces por el mismo eclesiástico que supuestamente violó a M.V.M.  En junio de 1996, según los peticionarios, ella fue violada por primera vez. Los peticionarios alegan que P.S.R. decidió pasar la noche en la rectoría porque no tenía medios para volver a su casa tras una reunión social en la iglesia.  En medio de la noche, según los peticionarios, P.S.R. se despertó y encontró al eclesiástico en su lecho tocándola.  Los peticionarios indican que P.S.R. le dijo que se marchara, pero el eclesiástico le dijo que se callara y le tapó la boca con la mano para que no pudiera gritar, y a continuación, según los peticionarios, le quitó violentamente la blusa, le dijo que le gustaría mantener relaciones sexuales con ella y tras desnudarse, la violó.  Los peticionarios manifiestan que luego el eclesiástico le dijo que olvidara lo ocurrido.  Los peticionarios alegan que en marzo de 1997 P.S.R. fue violada nuevamente por la referida persona, después que ella había salido del colegio.  Los peticionarios  sostienen que el eclesiástico la obligó a subir a su automóvil y la llevó a un motel, en el cual, según los peticionarios la hizo subir las escaleras hasta un dormitorio mientras ella lloraba, la abofeteó en el rostro repetidamente y la volvió a violar.  Alegan que P.S.R. no reaccionó porque el temor la paralizaba.  Tras esos incidentes, según los peticionarios, P.S.R. desistió de su intención de ser monja y ha presentado problemas emocionales.

7. Los peticionarios indican que el 10 de marzo de 1998 las supuestas víctimas denunciaron las violaciones que habían sufrido ante el Distrito Policial especializado en violencia contra las mujeres, en la ciudad de Porto Alegre, Estado de Rio Grande del Sur.  Los peticionarios señalan que desde que las supuestas violaciones tuvieron lugar, en 1996 y 1997, las pruebas físicas recogidas fueron muy escasas y el Estado no promovió diligencias alternativas de compilación de pruebas, tales como exámenes psicológicos de las supuestas violaciones, especialmente relativos a desórdenes por tensión postraumática. Los peticionarios subrayan que las autoridades del Estado nunca realizaron una evaluación psicológica tras las denuncias de violación.  En otros términos, los peticionarios denuncian al Estado por violación de sus autoridades de actuar con diligencia  debida para castigar delitos de violación perpetrados por un agente privado, o sea el eclesiástico en cuestión.  Sin embargo, el 17 de mayo de 1998 el Ministerio Público presentó una acusación contra el eclesiástico por tres cargos de violación: uno contra M.V.M. en diciembre de 1997 y dos contra P.S.R. en junio de 1996 y abril de 1997; la autoridad judicial dio entrada oficialmente a la acusación el 19 de mayo de 1998 e hizo lugar a la acusación el 29 de mayo de 1998.

8. Según los peticionarios el 24 de julio de 2001 el juez de primera instancia condenó al acusado a 24 años de prisión por tres cargos de violación: 8 por cada delito.  Los peticionarios señalan que en la sentencia de primera instancia se señaló que pese al hecho de que las pruebas físicas no eran concluyentes, las declaraciones de las supuestas víctimas habían sido coherentes y transparentes entre la investigación inicial y el juicio.  Agregan que de hecho la sentencia se había basado en que “con ambas víctimas, el acusado abusó de sus poderes como sacerdote, de su posición y de su superioridad jerárquica para aterrorizar y subyugar físicamente a las víctimas para que mantuvieran relaciones sexuales con él, por medios violentos”.”

9. Los peticionarios agregan que, además, las declaraciones de otras testigos que supuestamente habían sufrido también violencia y acoso sexuales del eclesiástico fueron fundamentales para esa condena de primera instancia.  A ese respecto los peticionarios hacen referencia a la declaración de Ana Regina Pinto Fontoura, también empleada doméstica de la rectoría y supuestamente también violada repetidamente entre julio y noviembre de 1996.  Según los peticionarios, la señora Fontoura fue obligada a mantener relaciones sexuales diariamente con el eclesiástico durante ese período. Los peticionarios sostienen que ella lloraba cada vez que la violaban, a lo que el eclesiástico respondía que se veía linda cuando lloraba y la abofeteaba en el rostro.  Los peticionarios sostienen que en todos los casos en que ella se rehusaba a mantener relaciones sexuales con él, la tomaba por los cabellos y la arrojaba contra los muebles, mientras la insultaba y humillaba verbalmente. Los peticionarios aclaran que esa información la presentan como contexto y que esa persona no es presentada como supuesta víctima en su petición.

10. Los peticionarios señalan que el abogado de la defensa apeló la sentencia, alegando que había una conspiración contra el eclesiástico debido a una disputa por el poder dentro de la parroquia, y que la organización no gubernamental THEMIS (uno de los peticionarios) era “contraria a la Iglesia Católica” en virtud del carácter feminista de dicha ONG.  El 10 de octubre de 2002 la 7ª Cámara del Tribunal de Justicia de Rio Grande del Sur (“TJRS”) absolvió al acusado de todos los cargos.  Los peticionarios alegan que dicha decisión fue discriminatoria y dictada con sesgo de género pues evidentemente dio mayor gravitación a la palabra del acusado, un eclesiástico, que a las víctimas, una de las cuales fue desacreditada por haber ejercido la prostitución. Los peticionarios agregan que el tribunal de segunda instancia no tuvo en cuenta la vulnerabilidad social de las víctimas, su género ni su edad, y que por razones de discriminación y sesgo de género sus consideraciones sobre las declaraciones de las supuestas violaciones fueron totalmente contrarias a las del juez de primera instancia.  Por ejemplo, con respecto a M.V.M., según los peticionarios la sentencia del TJRS estableció que “si bien el pasado de una persona no es decisivo, no puede dejar de considerarse la persona y las circunstancias que la rodean. Y la denunciante, como ella lo reconoce, era una prostituta, una “muchacha de programa”.”
  Con respecto a P.S.R., por otra parte, los peticionarios subrayan que la sentencia del TJRS desechó la palabra de la víctima sin adecuada consideración de su edad, entre otros factores, manifestando: “este caso versa sobre una violación perpetrada mediante violencia física, que consistió meramente en abofetearla en el rostro y, según la demandante, tapándole la boca”.  Los peticionarios  agregan que el TJRS expuso en sus considerandos: “no existe otra prueba, con respecto al uso de violencia, que la palabra de la denunciante, como tampoco de un mínimo intento de reacción por parte de la muchacha, que ni gritó ni se resistió seriamente al acusado.  Aun una muchacha de 16 años de edad […] difícilmente podía haber sido violada en una casa deshabitada, si hubiera reaccionado, aunque no gritara.  Es inexplicable que un hombre hubiera podido violar a una mujer [sic] de 16 años de edad y al mismo tiempo mantenerle la boca tapada, si ella se hubiera resistido seria y activamente.”

11. Los peticionarios interpusieron recursos adicionales contra la sentencia de segunda instancia, basándose en instrumentos internacionales referentes a derechos de la mujer y a violencia contra la mujer; a saber, un recurso de aclaración (Embargos de Declaração), un recurso extraordinario (Recurso Extraordinário) y un recurso de apelación interlocutorio (Agravo de Instrumento), pero todos ellos fueron rechazados por los respectivos tribunales.  El último de los recursos interpuestos -el Agravo de Instrumento – fue rechazado por el Supremo Tribunal Federal (“STF”) a través de una decisión dictada el 13 de mayo de 2004. Según los peticionarios, esa decisión agotó todos los recursos internos y fue notificada mediante su publicación el 21 de mayo de 2004. Los peticionarios alegan que el tiempo transcurrido --ocho años-- entre las violaciones (1996) y la sentencia definitiva (2004) infringió el derecho de las supuestas víctimas a un recurso sencillo y rápido y su derecho a ser oídas dentro de un plazo razonable.  Los peticionarios concluyen que como consecuencia de la discriminación y el sesgo de género en que incurrieron los tribunales brasileños, la violencia sexual perpetrada contra las supuestas víctimas por un eclesiástico sigue impune hasta la fecha, en violación de los derechos protegidos en la Convención Americana, en la Convención de Belém do Pará  y en la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (“CETFDCM ”).

12. Los peticionarios aclaran que no pretenden que la CIDH vuelva a evaluar la prueba considerada en el juicio penal como tribunal de cuarta instancia, como lo señala el Estado. A ese respecto hacen hincapié en que las violaciones de derechos denunciadas ante la CIDH consisten en la falta de diligencia debida en investigar los delitos denunciados por las supuestas víctimas, así como la falta de adecuado acceso a la justicia e igual protección de la ley debido al género, la edad (en el caso de P.S.R.) y la situación económica de las víctimas.  Los peticionarios indican que el TJRS no evaluó el testimonio del acusado según el mismo criterio aplicado al de las víctimas, porque éstas eran víctimas de sexo femenino de agresiones sexuales; una era una ex prostituta y la otra una menor, ambas de escasos medios económicos, en tanto que el acusado era varón y eclesiástico.  Además, los peticionarios alegan que el Estado no actuó con diligencia debida en la compilación de las pruebas necesarias en esos casos de agresión sexual, en que no existían pruebas materiales, y que ello dificultó el adecuado castigo del victimario.  Los peticionarios subrayan que lo expresado puede ilustrarse por el hecho de que no se realizó un examen psicológico de las supuestas víctimas, que es la medida estándar en relación con la evaluación de la diligencia  debida en la compilación de pruebas que ha sido reconocida por la propia CIDH en su Informe sobre acceso a la justicia para mujeres víctimas de violencia en las Américas.

13. En conclusión, los peticionarios sostienen que el tratamiento recibido por las supuestas víctimas por el sistema judicial brasileño fue discriminatorio y con sesgo de género.  Los peticionarios aluden también a casos recurrentes de la así llamada “violencia clerical” perpetrada contra mujeres, cuya impunidad subsiste debido a una protección institucional que escuda a los eclesiásticos católicos frente a la supervisión judicial con respecto a supuestos actos de violencia sexual.  En consecuencia, los peticionarios sostienen que Brasil violó los Artículos 1.1, 5, 7, 11, 24 y 25  de la Convención Americana, e incurrió además en violaciones de los Artículos 1, 2, 3, 4 y 7 de la Convención de Belém do Pará.

B.
Posición del Estado

14. El Estado sostiene que la petición es inadmisible porque no prueba violaciones de los derechos garantizados por la Convención Americana y por la Convención de Belém do Pará.  Además alega que no se agotaron previamente los recursos internos, ya que las supuestas víctimas no denunciaron los hechos al Consejo Nacional de Justicia (Conselho Nacional de Justiça – “CNJ”) ni ante el Ombudsman de la Secretaria Especial sobre Políticas para las Mujeres (Ouvidoria da Secretaria Especial de Políticas para as Mulheres).  En virtud de lo que antecede el Estado concluye que la petición es inadmisible, conforme a lo dispuesto por los Artículos 47.b y 46.1.a  de la Convención Americana.

15. Con respecto a su argumento de que en la petición no se enuncian hechos que tiendan a probar la violación de los derechos garantizados por la Convención Americana, el Estado subraya que el hecho de que una sentencia sea desfavorable para los intereses de los demandantes no supone violación del derecho a la protección judicial en tanto la sentencia sea debidamente razonada y justificada, en consonancia con los principios del debido proceso y de presunción de inocencia.  A ese respecto el Estado subraya que conforme al principio in dubio pro reo, el eclesiástico que fue el acusado fue absuelto porque el acervo probatorio no era suficiente para condenarlo por violación, y porque las supuestas víctimas --en su calidad de demandantes-- no habían asumido su carga de probar las acusaciones de violación.

16. El Estado observa además que si la CIDH hubiera de admitir esta petición tendría que actuar como tribunal de “cuarta instancia” para volver a examinar el acervo probatorio emanado de los procedimientos judiciales internos relacionados con este caso.  El Estado alega que dado el carácter subsidiario de la Comisión Interamericana, ésta puede revisar decisiones judiciales internas exclusivamente cuando la petición se refiere a una sentencia dictada sin tener en cuenta las garantías del debido proceso o cuando parece violar cualquier otro derecho garantizado en la Convención Americana, lo que no ha ocurrido en el presente caso.  A ese respecto el Estado sostiene además que los peticionarios se limitan a alegar que la decisión judicial fue incorrecta e injusta, lo que requeriría que la CIDH actuara como instancia adicional para volver a examinar lo que ya había sido analizado por un tribunal interno en una sentencia razonada y ampliamente fundada.
17. Para respaldar aún más sus alegatos de imparcialidad del tribunal interno en cuestión al decidir casos de violencia sexual contra mujeres, el Estado presenta extractos de diversas sentencias dictadas por el TJRS en que (i) se afirma que se tuvo debidamente en cuenta la palabra de la víctima, debido a un reconocimiento expreso del hecho de que los delitos sexuales comúnmente se perpetran sin la presencia de testigos y sin pruebas materiales visibles, por lo cual la palabra de la víctima sobrepuja la del supuesto perpetrador en la medida en que no pueda ser desacreditada por el resto del acervo probatorio, y (ii) el hecho de que una víctima podría haber ejercido anteriormente la prostitución se considera en sí mismo no pertinente para desacreditar el testimonio de esa persona con respecto a una agresión sexual.  Lo que antecede, según el Estado, es un poderoso indicio de que la decisión del TJRS con respecto a las supuestas víctimas en esta petición no puede considerarse discriminatorio o viciado por violencia de género, sino que fue debidamente fundamentado y basado en su evaluación de la totalidad del acervo probatorio.  Si la CIDH admitiera esta petición --reitera el Estado-- no estaría haciendo más que criticar retrospectivamente la decisión adoptada por un tribunal interno conforme a la evaluación del caso realizada por este último, la cual, alega el Estado, se dictó en consonancia con todas las garantías del debido proceso para las supuestas víctimas.

18. El Estado sostiene además que en la petición no se enuncian hechos que tiendan a corroborar violaciones a la Convención de Belém do Pará, pues Brasil ha venido adoptando medidas tendientes a alcanzar las metas de ese instrumento, incluida la creación de una Secretaría Especial sobre Políticas para las Mujeres, con rango ministerial, a lo que se agrega la sanción de la ley nacional sobre violencia contra las mujeres (“Ley Maria da Penha”), entre otras.  Finalmente, en lo que respecta a este punto el Estado alega que no hubo demora injustificada en la administración de justicia, ya que las supuestas víctimas habían denunciado los hechos ante las autoridades en marzo de 1998, la primera instancia de emitió en 2001 y la sentencia de segunda instancia adquirió carácter de res judicata en 2004.

19. Además el Estado sostiene además que esta petición también es inadmisible porque no se han agotado los recursos internos conforme a lo requerido por el Artículo 46.1.a  de la Convención Americana.  A ese respecto Brasil indica, en primer lugar, que el 31 de diciembre de 2004 se creó la CNJ con miras a reformar el Poder Judicial brasileño y dar lugar a una administración de justicia más pronta y eficaz.  El Estado alega que los hechos denunciados en esta petición pudieron haber sido denunciados ante el CNJ, pero que los peticionarios no lo hicieron. En segundo lugar el Estado agrega que los peticionarios también omitieron denunciar los hechos ante el Ombudsman de la Secretaría Especial sobre Políticas para las Mujeres, que fue creado por  Decreto 4.625, de 2003.  Según el Estado esa Oficina del Ombudsman puede recibir denuncias sobre la comisión de delitos, derivarlos a los órganos pertinentes y realizar el seguimiento de la situación. La omisión de los peticionarios de agotar esos dos recursos internos demuestra, según el Estado, que ellos no promovieron ni agotaron los recursos previstos en el derecho interno, conforme a principios de derecho internacional generalmente reconocidos.

20. En conclusión, el Estado alega que esta petición es inadmisible porque, por una parte, no enuncia hechos que tiendan a probar alguna violación de los derechos garantizados por la Convención Americana y la Convención de Belém do Pará, conforme al Artículo 47.b  de la Convención Americana; y por otra parte, porque los peticionarios no agotaron previamente los dos recursos arriba mencionados, como lo requiere el Artículo 46.1.a de la Convención Americana.


IV.
ANALISIS SOBRE COMETENCIA Y ADMISIBILIDAD

A. Competencia

21. Los peticionarios poseen legitimación para presentar peticiones ante la Comisión Interamericana, conforme al Artículo 44  de la Convención Americana.  Las supuestas víctimas son dos personas cuyos derechos consagrados en la Convención Americana el Estado brasileño se comprometió a respetar.  Por lo tanto, la CIDH posee competencia ratione personae con respecto a las alegaciones que se relacionan con esas personas.

22. Brasil ratificó la Convención Americana el 25 de septiembre de 1992 y la Convención de Belém do Pará el 27 de noviembre de 1995; en otros términos, ambos tratados ya estaban vigentes para el Estado cuando supuestamente se cometieron en la jurisdicción de Brasil las violaciones descriptas en esta petición.  En consecuencia, tanto respecto a la Convención Americana como a la Convención de Belém do Pará, la Comisión Interamericana posee competencia ratione materiae, ratione temporis y ratione loci.

B. Agotamiento de recursos internos

23. Conforme al Artículo 46.1(a)  de la Convención Americana, para que una petición pueda ser admitida por la CIDH, los recursos ofrecidos por la jurisdicción interna deben haber sido agotados conforme a principios de derecho internacional generalmente reconocidos.  A los efectos de la admisibilidad, el primer paso pertinente a ese respecto es aclarar qué recursos internos deben agotarse.  La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha indicado que sólo es necesario agotar recursos apropiados para hacer frente a las violaciones supuestamente cometidas.

24. Los peticionarios alegan que las violaciones de derechos de las supuestas víctimas emanan de la omisión del Poder Judicial brasileño de sancionar repetidos actos de violación perpetrados por un eclesiástico en el contexto de una acción penal, sobre la base de una denuncia penal presentada por las supuestas víctimas.   Alegan además la falta de diligencia debida por parte de las autoridades y una evaluación discriminatoria y con sesgo de género del caso. Con respecto a la acción penal, tanto los peticionarios como el Estado han señalado que ella dio lugar a una sentencia definitiva que fue publicada y se convirtió en res judicata el 21 de mayo de 2004 (supra, párrafos 11 y 18).
  En otras palabras, el Estado no ha cuestionado el que dicho recurso interno  fuera debidamente agotado.
25. Habida cuenta de que las principales alegaciones de los peticionarios guardan relación con la omisión del Poder Judicial brasileño de sancionar delitos perpetrados contra las supuestas víctimas por falta de diligencia debida, discriminación y sesgo de género, y la impunidad resultante, la Comisión Interamericana concluye que el recurso apropiado y efectivo, en este caso, es la investigación y el juicio penal llevado a cabo ante el sistema judicial ordinario.  Por lo tanto, la CIDH concluye que se han agotado debidamente los recursos previstos en el derecho interno, conforme al requisito de admisibilidad contenido en el Artículo 46.1.a de la Convención Americana.  No obstante la antes mencionada conclusión sobre el agotamiento de los recursos internos apropiados, la CIDH desea formular las siguientes consideraciones con respecto a los recursos tramitados ante el CNJ y el Ombudsman de la Secretaría Especial sobre Políticas para las Mujeres, que según el Estado no se agotaron debidamente.
26. En primer lugar, con respecto al procedimiento disciplinario seguido ante el CNJ, la Comisión Interamericana observa que dicho órgano se creó el 31 de diciembre de 2004 en virtud de la Enmienda Constitucional No. 45,
 y fue establecido el 14 de junio de 2005.
  Una de sus atribuciones, conforme a la Enmienda Constitucional arriba mencionada, es “recibir y examinar denuncias contra miembros u órganos del Poder Judicial […], y disponer su remoción, pase a disponibilidad o retiro […], así como imponer otras sanciones administrativas..”
  En otras palabras, la actuación del CNJ --creado después del agotamiento de los recursos internos apropiados en relación con los delitos supuestamente perpetrados contra las supuestas víctimas-– podría a lo sumo dar lugar a sanciones disciplinarias contra miembros de la Judicatura.  En otros términos, ese procedimiento disciplinario no es apropiado ni efectivo para resolver las principales violaciones aquí denunciadas, es decir la supuesta omisión del Poder Judicial brasileño de sancionar los delitos supuestamente perpetrados contra las supuestas víctimas y la consiguiente impunidad del perpetrador.
  En consecuencia, la CIDH concluye que no es necesario agotar ese recurso.

27. En segundo lugar, con respecto a una denuncia presentada ante el Ombudsman de la Secretaría Especial sobre Políticas para las Mujeres, que fue creada por Decreto no. 4.625, del 21 de marzo de 2003, la CIDH también concluye que ese “recurso” no es apropiado ni efectivo para resolver las violaciones de derechos aquí denunciadas, ya que las leyes que lo regulan y la aseveración del propio Estado indican que esa denuncia podría a  lo sumo llevar a que la Oficina del Ombudsman remitiera la denuncia a las autoridades competentes.
  La CIDH toma nota de que en este caso las autoridades competentes eran la Policía, el Ministerio Público y el Poder Judicial, instituciones todas a las que se dio intervención por medio de una denuncia directamente presentada por las supuestas víctimas (supra, párrafos 7 y 18).
  En consecuencia la CIDH concluye que tampoco era necesario agotar ese recurso.


C.
Cumplimiento del plazo de presentación

28. El Artículo 46.1.b  de la Convención Americana dispone que las peticiones deben presentarse dentro de un plazo de seis meses siguientes a la notificación de la sentencia definitiva.  El Estado no ha hecho referencia a ese requisito de admisibilidad.  Toda vez que se ha dispuesto más arriba que los recursos internos pertinentes habían sido agotados mediante una sentencia que fue notificada a los peticionarios el 21 de mayo de 2004, la CIDH observa que la petición fue remitida por correo ordinario el 19 de noviembre de 2004 y fue recibida el 30 de noviembre de 2004.  Conforme a la práctica observada por la CIDH en este tipo de situaciones
 y presumiendo el número de días en que estuvo en camino por correo la petición, la Comisión Interamericana decide declarar que la petición cumple el requisito consagrado en el Artículo 46.1.b  de la Convención Americana.

D.
Duplicidad de procedimientos y res judicata internacionales

29. Nada en este expediente indica que el asunto al que se refiere esta petición esté pendiente de resolución  ante ningún otro procedimiento de arreglo internacional o que sea sustancialmente la reproducción de una petición ya examinada por la Comisión Interamericana u otro organismo internacional. Por lo tanto se han cumplido los requisitos enunciados en los Artículos 46.1.c y 47.d  de la Convención Americana.

E.
Caracterización de los hechos objeto de la reclamación

30. A los efectos de la admisibilidad, la Comisión Interamericana debe determinar si los hechos denunciados en la petición tienden a establecer una violación de los derechos garantizados por la Convención Americana, tal como lo requiere el Artículo 47.b de la misma, o si la petición debe ser rechazada como “manifiestamente infundada” u “totalmente improcedente”.  En esta etapa de los procedimientos corresponde que la CIDH lleve a cabo una evaluación prima facie; no que se pronuncie sobre supuestas violaciones de la Convención Americana u otros tratados aplicables, sino que examine si en la petición se describen hechos que pudieran tender a establecer violaciones de derechos protegidos por los instrumentos interamericanos.  Ese examen no constituye en modo alguno un prejuzgamiento ni una opinión preliminar sobre el fondo del asunto. 
31. Ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH requieren que el peticionario identifique los derechos específicos supuestamente violados por el Estado en el asunto planteado ante la Comisión Interamericana, aunque los peticionarios pueden hacerlo.  Es la Comisión la que debe determinar en su informe de admisibilidad, con base en la jurisprudencia del sistema, cuáles disposiciones de los instrumentos interamericanos pertinentes, son aplicables y podría corroborarse que han sido violados si los hechos alegados se probaren a través de elementos suficientes.
32. En el presente caso, la CIDH debe reiterar que:

La Comisión no puede actuar como un tribunal de alzada para examinar supuestos errores de derecho o de hecho que puedan haber cometido los tribunales nacionales. No obstante, dentro del marco de su mandato de garantizar la observancia de los derechos consagrados en la Convención Americana y otros instrumentos interamericanos de derechos humanos, la Comisión es competente para declarar admisible una petición y fallar sobre el fondo cuando ésta se refiere a procesos internos que podrían ser violatorios de derechos garantizados por la Convención Americana y la Convención de Belém do Pará.

33. En otras palabras, por el hecho de admitir esta petición la Comisión Interamericana no tiene intención de sustituir por la suya la competencia de las autoridades judiciales internas para la evaluación de la prueba en casos de violencia sexual.  En la fase de consideración del fondo del asunto al CIDH examinará la cuestión de si el procedimiento judicial interno fue congruente con las garantía del debido proceso, la protección judicial y el derecho de las mujeres y niñas a vivir exentas de discriminación y violencia, en consonancia con los derechos protegidos por la Convención Americana y la Convención de Belém do Pará.

34. En relación, específicamente, con las violaciones de derechos alegadas por los peticionarios, la CIDH toma nota de que las violaciones sexuales de las supuestas víctimas fueron, supuestamente, perpetradas por un agente privado; en este caso un eclesiástico.  En consecuencia, la Comisión Interamericana declara que los argumentos de los peticionarios no proporcionan fundamentos suficientes para demostrar la responsabilidad del Estado por violaciones del derecho protegido por el Artículo 7 de la Convención Americana.  Por lo tanto, tales alegatos se consideran inadmisibles conforme a lo previsto por el Artículo 47.b  de la Convención Americana.
35. Por otra parte, la CIDH considera que, si se probaran, los argumentos de los peticionarios referentes a la omisión del Poder Judicial brasileño de sancionar los delitos supuestamente perpetrados contra las presuntas víctimas por falta de diligencia debida, en contravención de su obligación de actuar con diligencia debida para investigar y sancionar actos de violencia contra mujeres y niñas, así como la discriminación y el sesgo de género que supuestamente afectaron la tramitación del asunto por la Judicatura en esos casos, dando lugar a su impunidad, podrían constituir violaciones de los Artículos 5, 8.1, 11, 24 y 25 de la Convención Americana, en conexión con el Artículo 1.1 de ese instrumento, así como una violación del Artículo 7  de la Convención de Belém do Pará en perjuicio de las presuntas víctimas.
  De igual forma, en relación con P.S.R., la Comisión examinará los hechos alegados a la luz del artículo 19 de la Convención Americana, específicamente en cuanto al deber especial de protección que tienen los Estados, conforme al principio de interés superior del niño y el corpus juris en materia de derechos de los niños, niñas y adolescentes.  Con respecto a los Artículos 1, 2, 3 y 4  de la Convención de Belém do Pará, la CIDH observa que ello no da fundamento para admitir reclamaciones conforme al Artículo 12 del mismo tratado, pero que puede ser tenido en cuenta, en la medida en que sea pertinente, para la interpretación del Artículo 7 de la Convención de Belém do Pará en la fase de consideración del fondo del asunto.

V.
CONCLUSIONES

36. La Comisión Interamericana concluye que es competente para examinar el fondo del presente caso y declara que la petición es parcialmente admisible conforme a los Artículos 46 y 47  de la Convención Americana.  En virtud de las consideraciones fácticas y jurídicas que anteceden, y sin prejuzgar sobre el fondo del asunto,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,

DECIDE:

1. Declarar admisible la presente petición en relación con los Artículos 5, 8.1, 11, 19, 24 y 25 de la Convención Americana, en conexión con la obligación general de respetar y garantizar derechos conforme a lo estipulado en el artículo 1.1 del mismo instrumento, y con el Artículo 7 de la Convención de Belém do Pará;

2. Declarar inadmisible la presente petición en relación con la supuesta violación del Artículo 7 de la Convención Americana;

3. Notificar esta decisión a las partes;

4. Continuar con el análisis del fondo de la cuestión; y
5. Publicar la presente decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA. 
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 11 días del mes de julio de 2013.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Rosa María Ortiz, Segunda Vicepresidenta; Felipe González, Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
� La CIDH se abstiene de publicar la identidad de las supuestas víctimas en virtud de una solicitud expresa de los peticionarios del primer caso y del hecho de que P.S.R. era menor de edad cuando las violaciones supuestamente habrían tenido lugar.


� La petición indica que M.V.M. nació el 2 de abril de 1973.


� La petición indica que P.S.R. nació el 14 de abril de 1980.


� Traducción del original en portugués: Com ambas as vítimas, abusou o acusado de sua função de padre da paróquia, de sua posição e ascendência para atemorizar e obrigar fisicamente, mediante violência, as vítimas a com ele manter relação sexual (Anexo 6 de la petición – Sentencia de 1ª instancia, pág. 6). 


� Traducción del original en portugués: [E]mbora o passado das pessoas não seja decisivo, não há como se desvincular o homem de suas circunstâncias. E a ofendida, como por ela é reconhecido, era prostituta, “garota de programa.” (Anexo 7 de la petición – sentencia de 2ª isntancia, pág. 15). 


� Traducción del original en portugués: [D]eparamo-nos com estupro cometido mediante violência física, que consistiu em um simples tapa no rosto e, segundo disse a vítima, em ser-lhe tapada a boca (Anexo 7 de la petición – sentencia de 2ª isntancia, pág. 17). [N]ão há, igualmente aqui, comprovação quer do emprego de violência, isolada a referência na palavra da ofendida, e muito menos o mínimo esboço de reação da jovem, que não gritou nem opôs resistência séria ao acusado. Mesmo uma menina de dezesseis anos […] dificilmente seria estuprada, em casa habitada, se reagisse, ainda que não gritasse. Inexplicável que um homem, diante de uma mulher [sic] de dezesseis anos, conseguisse praticar o coito, mantendo, ao mesmo tempo, a boca da vítima tapada, se houvesse oposição séria e efetiva daquela (Anexo 7 de la petición – sentencia de 2ª instancia, págs. 17 y 18).


� Los peticionarios hacen referencia, específicamente, al párrafo 55 del informe de la CIDH sobre Acceso a la justicia para mujeres víctimas de  violencia en las Américas.


� Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Velásquez Rodríguez v. Honduras. Fondo.  Sentencia del 29 de julio de 1988, Serie C, No. 4, párrafo 63.


� Véase Anexo 13 de la petición – “Decisión del Supremo Tribunal – AI”, que corrobora el hecho de que la sentencia definitiva del STF fue publicada el 21 de mayo de 2004. Véanse también comunicaciones del Estado del 12 de marzo de 2010 (párrafo 13) y del 8 de junio de 2010 (párrafo 13).


� Véase el Artículo 103-B de la Enmienda Constitucional No. 45, disponible en � HYPERLINK "http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/constituicao/Emendas/Emc/emc45.htm" ��http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/constituicao/Emendas/Emc/emc45.htm�.


� Véase el Reglamento del CNJ, disponible en � HYPERLINK "http://www.cnj.jus.br/regimento-interno-e-regulamentos" ��http://www.cnj.jus.br/regimento-interno-e-regulamentos�.


� Véase el Artículo 103-B, §4º, III de la Enmienda Constitucional No. 45, disponible en � HYPERLINK "http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/constituicao/Emendas/Emc/emc45.htm" ��http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/constituicao/Emendas/Emc/emc45.htm� (traducción libre del original en portugués: Compete ao Conselho […] receber e conhecer das reclamações contra membros ou órgãos do Poder Judiciário […] e determinar a remoção, a disponibilidade ou a aposentadoria […] e aplicar outras sanções administrativas…).  Véase también � HYPERLINK "http://www.cnj.jus.br/sobre-o-cnj" ��http://www.cnj.jus.br/sobre-o-cnj�.


� Los peticionarios subrayan que el CNJ no es competente para revisar o revocar sentencias dictadas por los tribunales, y que el propio CNJ ha declarado repetidamente que no es un tribunal de apelaciones sino un órgano de seguimiento del Poder Judicial (Véase  la comunicación de los peticionarios del 22 de julio de 2010, pág. 2).  La CIDH toma nota de que el Estado no contradijo esas aseveraciones.


� Véase el Decreto No. 4.625, disponible en � HYPERLINK "http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/decreto/2003/D4625.htm" ��http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/decreto/2003/D4625.htm�. Ese decreto fue revocado y sustituido por el Decreto No. 7.043, del 22 de diciembre de 2009 (Véase � HYPERLINK "http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/_Ato2007-2010/2009/Decreto/D7043.htm#art6" ��http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/_Ato2007-2010/2009/Decreto/D7043.htm#art6�). Ese decreto, a su vez, fue revocado y sustituido por el Decreto No. 7.765, del 25 de junio de 2012. Véase � HYPERLINK "http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/_Ato2011-2014/2012/Decreto/D7765.htm#art8" ��http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/_Ato2011-2014/2012/Decreto/D7765.htm#art8�. Específicamente, su Artículo 3º, VIII se refiere a una Oficina del Ombudsman encargada de “recibir y dar andamiento a denuncias  relativas a la discriminación de la mujer” (traducción libre del portugués: ouvidoria específica para atender e dar encaminhamento a denúncias relativas à discriminação da mulher).


� Véase el Anexo 1 de la petición – “Investigación policial,” que corrobora el hecho de que las supuestas víctimas denunciaron las violaciones el 10 de marzo de 1998 (págs. 7-10).


� Véase CIDH, Informe No. 93/09, Admisibilidad, Petición 337-03, Samanta Nunes da Silva (Brasil), 7 de septiembre de 2009, párrafo 44, en que se cita el Informe No. 69/08, Admisibilidad, Petición 681-00, Guillermo Patricio Lynn (Argentina), 16 de octubre de 2008, párrafos 44-46 (En este caso, la petición estaba fechada el 12 de diciembre de 2000, fue remitida por correo ordinario y fue recibida por la Comisión el 29 de diciembre de 2000.  La Comisión, presumiendo el número de días que la petición estuvo en camino por correo, concluye que la petición fue presentada dentro del plazo).


� CIDH, Informe No. 93/09, Admisibilidad, Petición 337-03, Samanta Nunes da Silva (Brasil), 7 de septiembre de 2009, párrafo 47. Véase también CIDH, Informe No. 42/08, Admisibilidad, Petición 1271-04, Karen Atala y Daughters (Chile), 23 de julio de 2008, párrafo 59, y Informe No. 54/01, Admisibilidad y Méritos, Caso 12.051, Maria da Penha Maia Fernandes (Brasil), 16 de abril de 2001, párrafo 28.


� Véase CIDH, Informe No. 93/09, Admisibilidad, Petición 337-03, Samanta Nunes da Silva (Brasil), 7 de septiembre de 2009, párrafo 48.  A este respecto la Corte Interamericana ha establecido que “el esclarecimiento de si el Estado ha violado o no sus obligaciones internacionales puede conducir a que el Tribunal deba ocuparse de examinar los respectivos procesos internos, para establecer su compatibilidad con la Convención Americana; lo que no es lo mismo, por cierto, que determinar responsabilidades penales individuales. A la luz de lo anterior, se deben considerar los procedimientos internos como un todo. La función del Tribunal es determinar si el procedimiento, considerado integralmente, se ajustó a la Convención”, Caso Escher y otros vs. Brasil, Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas.  Sentencia del 6 de julio de 2009. Serie C No. 199, párrafo 44, y caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) v. Guatemala,  Fondo.  Sentencia del 19 de noviembre de 1999.  Serie C No. 63, párrafo 222.


� Véase, mutatis mutandi, CIDH, Informe No. 93/09, Admisibilidad, Petición 337-03, Samanta Nunes da Silva (Brasil), 7 de septiembre de 2009, párrafos 50-53.
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